Tribunal Aduanero Nacional

Expediente N° 2010-045
Sentencia N° 045-2010
Voto N° 057-2010

Sentencia número 045-2010. Tribunal Aduanero Nacional, San José, a las catorce horas ocho minutos del día veintitrés de marzo del dos mil diez.

Conoce este Tribunal del recurso de apelación interpuesto por el señor XXXXX en su condición de Agente Aduanero persona física, contra la resolución número RES-AS-DN-503-2010 del 11 de febrero de 2010 emitida por la Aduana Santamaría.
RESULTANDO
I- Que la Aduana Santamaría con resolución RES-AS-DN-247-2010 de 26/1/2010, inicia procedimiento administrativo sancionatorio contra el agente aduanero XXXXX, al considerar que eventualmente cometió la infracción administrativa estipulada en el artículo 242 de la Ley General de Aduanas, toda vez que al solicitar el agente de aduanas modificar la clase tributaria del vehículo que ampara la Declaración Aduanera de Importación Definitiva N° XXXXX  de 12 de marzo de 2009 y, consecuentemente, se tuvo que modificar el valor de importación de $3.291.20 a $3.862.50, se generó una diferencia de impuestos por la suma de ¢258.082.74. Le señala que la eventual sanción consiste en una multa equivalente al valor aduanero correcto de las mercancías, sea la suma de $3.862.50 pagaderos al tipo de cambio al momento de cometer la infracción que corresponde al monto de ¢2.207.998.12 y le otorga un plazo de 5 días hábiles para que presente sus alegatos y pruebas en descargo de los hechos señalados. (Folios 33-41)
II- A través de escrito de fecha de presentación 5 de febrero de 2010, el interesado se apersona a interponer los argumentos de su defensa, solicitando que se deje sin efecto la sanción, se declare la nulidad de todo lo actuado, se revoque la resolución recurrida y se confirmen en todos sus extremos los presentes alegatos.  Solicitando básicamente:
· Que se observa una errónea tipificación de la conducta, pues el tipo infraccional del artículo 242 de Ley General de Aduanas atribuido no corresponde a los hechos cometidos, no cumpliéndose en consecuencia con el principio de legalidad, toda vez que el mismo no establece quien es el sujeto pasivo que comete la conducta.
· Que existe nulidad que no se llamaron al proceso a todos los interesados, solo se le llamó a él, omitiendo llamar al importador.
· Que existe nulidad por falta de legitimación ad causan pasiva, dado que el principal obligado es el importador, por ser el obligado al pago de los tributos. 
· Que existe una obligación formal de la administración de demostrar su dicho, es decir tiene la carga de la prueba y en el caso se le atribuye un tipo infraccional que no corresponde y no tiene sujeto pasivo, todo de conformidad con los artículos 27, 196 c), 201 de la Ley General de Aduanas, 523 y 524 del su Reglamento, artículos 140 a 143 del Código de Norma y Procedimientos Tributarios y los artículos 221, 293 a 295, 298 inciso 2 de la Ley General de la Administración Pública en relación con el artículo 317 del Código Procesal Civil.
· Asimismo, indica la obligación de  realizar la valoración de las pruebas con fundamento en la sana crítica.
· Que lo sucedido se trata de un error material o de hecho que no tiene ninguna sanción, puesto que no existe perjuicio fiscal pues la diferencia de tributos por el ajuste realizado fue cancelada inmediatamente, por lo que no se produjo el perjuicio fiscal, por lo que conforme con el artículo 231 de la Ley General de Aduanas existe un eximente de responsabilidad.  (Folios 42-47)
III- La Aduana Santamaría dicta acto final del procedimiento administrativo sancionador, mediante resolución RES-AS-DN-503-2010 del 11 de febrero de 2010, imponiéndole una multa de $3.862.50, pagaderos al tipo de cambio al momento de cometer la infracción (¢571.65), que equivale al monto de ¢2.207.998.12, al Agente Aduanero señor XXXXX, correspondiente al valor aduanero de las mercancías, al considerar que cometió la infracción administrativa estipulada en el artículo 242 de la Ley General de Aduanas, por haber declarado incorrectamente la clase tributaria y el valor de importación del vehículo amparado a la Declaración Aduanera de Importación Definitiva N° XXXXX  de 12/03/2009, lo cual generó una diferencia de impuestos por la suma de ¢258.082.74. (Ver folios 48-81).
IV-  A través de escrito de fecha de recibido 23 de febrero, el recurrente se apersona a interponer recurso de apelación y alegatos de nulidad, respecto de  los cargos formulados mediante la resolución RES-AS-DN-503-2010 del 11 de febrero de 2010 (acto final dictado por la Aduana), reiterando sus alegaciones iniciales y, señalando básicamente la nulidad de lo actuado por cuanto, existe falta de fundamentación  del acto recurrido, ya que no se logra establecer cuál es la nueva clase tributaria y el método de valor utilizado, además, que existe un vicio en el contenido del acto pues no se determina el valor de importación. (Folios 82-85, 89-92)
V- Mediante Resolución número RES-AS-DN-736-2010 del 24 de febrero del 2010, la Aduana Santamaría emplaza al recurrente para que en un plazo de diez días hábiles reitere o amplíe los argumentos de su pretensión ante este Tribunal. (Folios 86-87).

VI- Que el día 11 de marzo de 2010 el interesado se apersona ante este Tribunal a reiterar sus alegatos de nulidad. (Folios 116-119)
VII- A folios 120 y 120 vuelto  consta la consulta que realizara  la Juez Instructora de este Tribunal, al “Centro de Jurisprudencia Constitucional”  de la Sala Constitucional- Poder Judicial, en la que se determina que el expediente número 10-003292-0007-CO se “encuentra en estudio de proyecto”, que refiere a la “Acción de Inconstitucionalidad”, planteada contra el artículo 242 de la Ley General de Aduanas, sin que a la fecha de emisión de la presente sentencia, la Sala Constitucional se hubiere pronunciado en relación con la acción de inconstitucionalidad planteada.
VIII- Por encontrarse incapacitada la Licenciada Shirley Contreras Briceño, se integra este Tribunal con la Licenciada Mariela Chacón Salas, nombrada mediante Acuerdo número 025-H del 15 de febrero del 2010.  (ver folio 121) 
IX- En las presentes diligencias se han observado las prescripciones legales en la tramitación del presente recurso de apelación.
Redacta la Licenciada Elizabeth Barrantes Coto; y,

CONSIDERANDO
I- Objeto de la litis: El objeto de la presente litis se refiere al procedimiento sancionatorio iniciado por la Aduana Santamaría contra el agente de aduana persona natural señor XXXXX, al considerar que es acreedor a la sanción de una multa equivalente al valor aduanero de las mercancías prevista en el artículo 242 de la Ley General de Aduanas, en adelante LGA, por la suma de $3.862.50, pagaderos al tipo de cambio al momento de cometer la infracción que corresponde al monto de ¢2.207.998.12, al efectuar una incorrecta declaración de la clase tributaria y en consecuencia del valor de importación del vehículo amparado a la Declaración Aduanera de Importación N° XXXXX  de 12/03/2009, lo cual generó una diferencia de impuestos por la suma de ¢258.082.74.
II- Admisibilidad del recurso de apelación: Que previo a cualquier otra consideración, se avoca este órgano al estudio de la admisibilidad del presente recurso de apelación conforme a la normativa aduanera. En tal sentido dispone el artículo 198 de la LGA que contra el acto final dictado por la aduana competente, caben los recursos de reconsideración y apelación para ante el Tribunal Aduanero Nacional, siendo potestativo usar ambos recursos ordinarios o sólo uno de ellos, los cuales deben interponerse dentro de los tres días siguientes a la notificación del acto impugnado, condicionando la admisibilidad a dos requisitos procesales, sea en cuanto al tiempo que dispone el interesado para interponerlo y además el relativo a la capacidad procesal de las partes que intervienen en expediente.  En el caso bajo estudio, el proceso sancionatorio se dirige directamente contra el Agente Aduanero persona natural XXXXX, quien es el agente que tramitó la Declaración Aduanera de Importación N° XXXXX  de 12 de marzo de 2009 y es él quien interviene en autos, siendo en consecuencia la persona legitimada para recurrir, cumpliéndose en la especie con el presupuesto procesal de legitimación.  Además según consta en expediente a folio 81, el acto lesivo que le impone la multa se le notificó el día 12 de febrero de 2010 y si bien el recurrente interpuso el recurso de apelación el día 23 de febrero de 2010 (ver folio 89), fuera del plazo de los tres días hábiles establecidos al efecto, este Tribunal en consideración de las nulidades existentes según se exponen en la presente sentencia, entra a conocer el recurso de apelación presentado en forma extemporánea, con base en lo dispuesto en el artículo 175 de la Ley General de la Administración Pública, que señala que “El administrado podrá impugnar el acto absolutamente nulo, en la vía administrativa o la judicial, en el plazo de un año contado  a partir del día siguiente a su comunicación.  Tratándose de actos de efectos continuados, el plazo se computará a partir del cese de sus efectos.” 
    
III- Sobre  la acción de inconstitucionalidad contra el artículo 242 de la LGA. 

En aras de contar con mayores elementos en expediente y en virtud del principio de verdad real y transparencia administrativa, procedió la Juez de Instrucción de este Tribunal a realizar consulta a través del sistema informático de la Corte Suprema de Justicia, determinando según constancia que corre a folios 120 y 120 vuelto, que contra el artículo 242 de la Ley General de Aduanas existe  acción de inconstitucionalidad presentada, sin que a la fecha haya sido admitida dicha acción para su trámite por parte de la Sala Constitucional.
Así, de  conformidad con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, que establece que no es sino hasta que el Presidente de la Sala considerare cumplidos los requisitos de que se ha hecho mérito y conferida la correspondiente audiencia a la Procuraduría General de la República y a la contraparte que figure en el asunto principal,  que se dispondrá enviar nota al tribunal u órgano que conozca del asunto, para que no dicte la resolución final antes de que la Sala se haya pronunciado sobre la acción, y ordenará que se publique un aviso en el Boletín Judicial, por tres veces consecutivas, haciendo saber a los tribunales y a los órganos que agotan la vía administrativa que esa demanda ha sido establecida, a efecto de que en los procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación de la ley, decreto, disposición, acuerdo o resolución, tampoco se dicte resolución final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. Es decir, la suspensión de la resolución de los asuntos en que se discute la norma que se considera inconstitucional, procede hasta que la Sala admita la acción para su trámite y comunique a las partes interesadas tal situación. Y, tratándose de otros órganos que agotan la vía administrativa a partir de la publicación del aviso que se realice en el Boletín Judicial.

De manera que, si bien el citado artículo 81 establece un momento procesal para tener por suspendido el proceso, sea con la admisión de la acción y la comunicación respectiva, lo cierto es que este Tribunal, ante la noticia de haberse admitido el mismo, procedería a suspender la votación del asunto sobre la decisión final, lo cual no ocurre en presente asunto ya que no se ha admitido la acción por el órgano jurisdiccional. Toda vez que este Tribunal, procuró hacer llegar al expediente la situación real de la demanda interpuesta sobre el citado artículo 242 y verifica la existencia de una acción de inconstitucionalidad planteada ante esa instancia que se refiere al expediente número 10-003292-0007-CO el cual se “encuentra en estudio de proyecto” (Ver resultando VII)
Sin embargo, salvaguardando el derecho que tiene el recurrente y considerando que como funcionarios públicos se está en la obligación de aplicar el principio de legalidad y el de oficiosidad, ante el conocimiento de que no se le ha dado trámite alguno a la acción interpuesta, procede como en derecho corresponde a emitir el fallo correspondiente, a fin de brindar justicia pronta y cumplida no dilatando indebidamente el expediente, cumpliendo así la obligación de fallar el asunto sometido a consideración de este Colegiado, máxime que en la especie este Tribunal declara la nulidad de lo actuado, por lo que no existe pronunciamiento de fondo sobre el artículo 242 cuestionado.
IV- Sobre la nulidad de lo actuado.
Este Tribunal como órgano contralor de legalidad y por tratarse el presente asunto del ejercicio de la facultad punitiva del Estado, en razón de lo cual debe garantizarse al presunto infractor la aplicación de los principios del orden penal, de tal forma que pueda realizar una defensa efectiva de sus intereses, no puede este Tribunal dejar de advertir, aún cuando no fue alegado por el recurrente, el defecto cometido que vicia de nulidad absoluta las presentes actuaciones, toda vez, que en la especie debe la Aduana  estimar el monto de la multa prevista en la LGA, por aplicación del artículo 233 de ese cuerpo normativo, en el eventual caso que procediera la aplicación de la sanción, aspecto sobre el cual no se pronuncia este Tribunal en razón de lo resuelto, obtenida a partir de la modificación realizada por la Aduana a solicitud de parte, de la clase tributaria del vehículo desalmacenado, lo cual genera una diferencia en el valor de importación de la mercancía con efecto sobre el monto de la obligación tributaria aduanera y el establecimiento en definitiva del monto de la multa a cargo del interesado.

Es así que, en el expediente se tiene demostrado que:

1. A través de la Declaración Aduanera de Importación N° XXXXX  de 12 de marzo de 2009  de la Aduana Santamaría, el señor XXXXX agente aduanero independiente, en representación de su cliente XXXXXXX presentó a despacho un vehículo usado, declarado en la posición arancelaria 8703.23.63.23, y valor declarado de  $2.835.33.  A la cual se le autorizó el levante el día 15 de abril de 2009. (Ver folios 93-113 del expediente)

2. El día 19 de marzo de 2009, la Aduana Santamaría recibe solicitud del señor agente para que se “reliquide el DUA y se me notifique la diferencia a favor del gobierno para que sea cancelada y autoricen la salida del vehículo del Almacén”. Lo anterior durante el proceso del despacho del vehículo. (Folio1)

3. Mediante la resolución RES-AS-DN-1160-2009 de fecha 15/04/2009, la Aduana  conoce la gestión presentada y resuelve modificar la clase tributaria como el valor de importación del vehículo, teniendo por cancelada la diferencia de impuestos de ¢258.082.74, ya que la misma se realizó por medio del sistema SINPE mediante el Talón del DUA  el 15/04/2009, autorizándose el levante ese mismo día.  (Folios .14-16)

4. Consta en expediente que el día 1 de abril de 2009, que la Aduana a través del sistema de información Tica notifica al agente lo siguiente: “Marco legal: AS-DN-1160-2009 FECHA 31/03/2009 – Se procede a realizar el cobro de los impuestos dejados de cancelar al fisco, cancelados mediante resolución número AS-DN-1160 DE FECHA 31/03/2009. – De conformidad con lo dispuesto en el artículo 198 de la Ley General de Aduanas…” y recibiendo la respuesta del interesado el 2 de abril de ese mismo año. Asimismo, el recurrente no impugnó el ajuste supra citado, de conformidad con las pantallas del TIC@ “Notifica reliquidaciones” y ”Trabajar con notificaciones”, razón por la cual el mismo quedó firme.(Ver folios 23-25)

5. Que el señor XXXXX, es el agente aduanero persona natural que tramitó la Declaración Aduanera de Importación N° XXXXX  de 12 de marzo de 2009 según consta en la declaración aduanera de cita. (Ver folios 1 y 25) 

6. Que el procedimiento sancionatorio objeto de la presente controversia se inicia contra el agente XXXXX, persona física, al tener por probado la Aduana que cometió un error a la hora de consignar la clase tributaria correcta del vehículo amparado a dicha declaración aduanera, que generó una modificación en el valor de importación de la mercancía y el ajuste correspondiente, imponiéndole en el acto final una multa equivalente al valor aduanero de la mercancía, al determinar la Autoridad Aduanera que se cometió la infracción tributaria aduanera regulada en el artículo 242 de la LGA, por un monto de $3.862.50. (Folios 33-41 y 48-81) 

Los hechos anteriormente señalados y de conformidad con la verdad real del expediente administrativo, que el ajuste que realiza la autoridad aduanera lo es en virtud de la solicitud expresa  que el señor agente le hiciera, a efecto de corregir los datos del vehículo que se importa, generando un cambio en la clase tributaria declarada y el valor de importación del mismo, en el procedimiento de despacho, tal y como se señala en el resultando segundo de la Resolución RES-AS-DN-247-20010 de 26/01/2010 (folio 33) . En consecuencia, la Aduana a la hora de evaluar, si le corresponde o no la aplicación de una sanción, hecho que no entra a analizar este Tribunal en razón de lo resuelto, debió de considerar lo establecido en el artículo 233  de la LGA que a la letra señala:

“ARTICULO 233.- Rebaja de la sanción de multa
Cuando el infractor repare voluntariamente los incumplimientos, las omisiones o las insuficiencias en que haya incurrido, sin mediar ninguna acción de la autoridad aduanera para obtener esta reparación, la sanción de multa se le rebajará en un setenta y cinco por ciento (75%).”

Es decir, considerar la rebaja del 75% de la multa, a la hora de iniciar un procedimiento sancionatorio, de manera que, si revisamos el acto de apertura, en su parte dispositiva,  así como en el acto final, que es en donde la Administración toma la decisión respectiva e impone la sanción, en forma coincidente, se señala que la multa que se pretende imponer se realiza por la “rectificación de la Declaración Única Aduanera”, que dio como resultado la  modificación del  valor aduanero de las mercancías a consecuencia de la modificación efectuada en la clase tributaria correspondiente al vehículo amparado a la declaración aduanera de marras, por la suma de $3.862.50, por lo que debe valorar la aplicación de la rebaja señalada por el citado artículo 233 de la LGA.
Considera oportuno este Tribunal señalar que, en el eventual supuesto de que procediera la aplicación de la sanción, aspecto que se reitera no entra a conocer este Colegio en virtud de la nulidad decretada,  deben considerarse todos los elementos propios de la sanción, en especial si el presunto infractor repara voluntariamente el daño, lo cual parece darse en el caso, al fundamentar el ajuste de la declaración aduanera en la rectificación efectuada (ver folios 39 y 79), lo procedente es que la Aduana valore la aplicación del citado artículo 233. 
En el caso en estudio, nos encontramos ante una violación del principio de legalidad, ya que no se ha considerado la gradualidad de la sanción o multa impuesta al señor XXXXX, de conformidad con los hechos del expediente, por lo que la actuación de la Aduana es arbitraria al no considerar la rebaja prevista por el legislador en el artículo 233 de previa cita. 

Por tal razón y sin prejuzgar si en el presente asunto sí se ha cometido o no la infracción advertida en el numeral 242 de la LGA, así como tampoco se pronuncia este Tribunal acerca de si el señor XXXXX es o no responsable de la infracción que se le atribuye y sin realizar un análisis del elemento subjetivo para determinar si hay o no culpabilidad del presunto responsable, este Tribunal sólo se limita a constatar objetivamente de los hechos del expediente, así como de la indicación de la  Aduana en la parte dispositiva tanto del acto inicial como final que la modificación se realiza como consecuencia de una rectificación, por lo que debe valorar la eventual rebaja del 75% de la multa prevista por el numeral 233 de la LGA.
Es claro que al imponer una pena que no consideró el atenuante que la ley expresamente señala, por lo que no le queda a este Tribunal, más que considerar que dicho defecto constituye un vicio del acto administrativo sancionatorio, en la medida en que está determinando de manera incorrecta el alcance o monto de la multa impuesta, lo cual genera la nulidad de las actuaciones,  con base en lo dispuesto por los artículos 128, 132 y 158 y siguientes de la Ley General de Administración Pública.
En consecuencia, por todo lo anterior no puede este Tribunal, según sus competencias y limitaciones como órgano contralor de legalidad, más que estimar que existe nulidad en las presentes actuaciones y anular todo lo actuado a partir del acto inicial inclusive, por lo que a tenor de lo expuesto por los artículos 39 y 41 de la Constitución Política, 128, 131, 132 y 133 y concordantes, y artículos 165 a 172, 223 de la Ley General de la Administración Pública debe declararse la nulidad indicada. 
En razón de lo resuelto y por innecesario no se entran a considerar los demás argumentos de la parte recurrente, en virtud de que se refieren al fondo del asunto.

POR TANTO
Con base en las facultades otorgadas por los artículos 39 y 41 de la Constitución Política, artículos 102 y 104 del Código Aduanero Uniforme Centroamericano, artículos 198 de la Ley General de Aduanas por mayoría este Tribunal resuelve anular todo lo actuado a partir del acto inicial inclusive. Remítase el expediente a la oficina de origen.  Voto salvado del Lic. Reyes Vargas quien declara inadmisible el recurso. Asimismo, salvan el voto los licenciados Villalobos Orozco y Velázquez Díaz quienes ordenan suspender el dictado de la resolución del presente caso hasta tanto la Sala Constitucional se pronuncie sobre la acción presentada.  

Notifíquese ……
José Ramón Arce Bustos
Presidente
Mariela Chacón Salas 



 Elizabeth Barrantes Coto  


Alejandra Céspedes Zamora


Dick Rafael Reyes Vargas

Xinia Villalobos Orozco



Franklin Velásquez Díaz
Nota del Lic. Arce Bustos:  Si bien estoy de acuerdo con la mayoría, que en el presente caso corresponde a la sentencia 045-2010, no comparto las consideraciones que se hacen en los párrafos 3° de la página 7 y último de la página 9, en los que se indica que la rectificación efectuada por la Aduana fue a solicitud de parte, por cuanto para el suscrito, en virtud de lo que consta en expediente, no es claro que el recurrente haya solicitado la rectificación sin que previamente haya mediado ninguna acción de la autoridad aduanera.

José Ramón Arce Bustos

Voto salvado de los Licenciados Velázquez Díaz y Villalobos Orozco: Nos separamos de la mayoría en el presente caso, que corresponde a la sentencia número 45-2010, por cuanto como bien apunta la mayoría, siendo claro en expediente que existe presentada ante la Sala Constitucional una acción de inconstitucionalidad contra el artículo 242 de la Ley General de Aduanas, interpuesta el  05 de marzo del 2010  bajo el expediente número 10-003292-0007-CO, y siendo que ese mismo artículo 242 de la Ley General de Aduanas es el que se aplica en el presente asunto ante este Tribunal, consideran los suscritos que precisamente en aplicación de los principios de transparencia y buena fe, en virtud de conocer con exactitud a la fecha en que se sometió a votación este asunto (23 de marzo del 2010), de la existencia de dicha acción de inconstitucionalidad, debe procederse a suspender el dictado de la resolución por el fondo del presente caso, que precisamente implica pronunciarse sobre la aplicación del artículo impugnado, en aras de no hacer nugatorio eventualmente el derecho del recurrente.  En razón de ello, consideramos que debe suspenderse el dictado de la resolución del presente caso hasta tanto la Sala Constitucional se pronuncie sobre la acción presentada.

Franklin Velázquez Díaz 




Xinia Villalobos Orozco

Nota del licenciado Reyes Vargas. Si bien comparte el suscrito lo resuelto ello es con sustento en las siguientes consideraciones:

Es claro en la legislación que, el Tribunal Aduanero Nacional resulta jerarca impropio respecto del Servicio Nacional de Aduanas única y exclusivamente en materia técnica aduanera, estándole excluida la materia administrativa, estatutaria, y de responsabilidad.

Ahora bien, no comparte el suscrito que todo acto que en materia técnica aduanera dicte el Servicio Nacional de Aduanas tenga alzada ante el Tribunal Aduanero Nacional. En efecto en conformidad con el artículo 102 del CAUCA III (principio de taxatividad recursiva) tales actos únicamente tienen los recursos que señale la legislación nacional y la nuestra congruente con ello no estatuye en los artículos 230 a 234 recurso alguno para ante el Tribunal Aduanero.  Lo anterior tiene sustento en una política legislativa de naturaleza económica. En efecto por la cuantía y en razón al costo administrativo que implica el conocimiento y resolución de los recursos de apelación ante el Tribunal Aduanero no resulta justificable, por la cuantía, que ciertos asuntos tengan alzada ante el Tribunal Aduanero Nacional.

Por lo anterior y dado que en materia de infracciones se ha otorgado competencia al Servicio de Aduanas para sancionar las administrativas y tributarias pero sujetándole a dos procedimientos distintos regulado según la naturaleza de la sanción. Así, dispone el artículo 234 un procedimiento abreviado,  para aquellas cuya sanción sea multa; y el ordinario para los hechos sancionables con suspensión (art. 234 párrafo final).

Resulta que es en el procedimiento ordinario en donde se prevé la alzada para ante el Tribunal Aduanero (art. 204) mas no sucede igual en tratándose del procedimiento abreviado regulado en el artículo 234. Más aún, el artículo 192 párrafo primero expresamente dispone la inaplicabilidad de la fase recursiva del procedimiento ordinario a  otros de distinta naturaleza.

Ahora bien, dado que el presente procedimiento lo es uno abreviado y que en razón del artículo 102 citado hemos de estarnos al principio de taxatividad recursiva y puesto que el numeral 234 u otro en el texto de la LGA no prevé recurso alguno, debe el presente ser declarado inadmisible. Debe la parte ante la inconformidad de lo resuelto entender que al no existir ulterior recurso esta expedita la vía para acudir al órgano jurisdiccional competente.

Finalmente siendo que el suscrito resuelve en fase de admisibilidad, como que la mayoría anula, estima el suscrito innecesario y fuera de contexto la segunda de las consideraciones en tanto no se está aplicando el numeral 242 del la Ley General de Aduanas.

DICK RAFAEL REYES VARGAS
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� Reformado por el artículo 200, inciso 7) de la Ley N° 8508 de 28 de abril de 2006, Código Procesal Contencioso-Administrativo, vigente a  partir del 1 de enero de 2008.
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